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RECURSO DE REPOSICION CONTRA AUTO QUE NIEGA MANDAMIENTO DE PAGO RAD
13001410500220210034000

JENNYFER CASTILLO <jennyfer.castillo@litigando.com>
Mar 26/10/2021 2:00 PM
Para:  Juzgado 02 Municipal Pequeñas Causas Laborales - Bolivar - Cartagena <j02lpccgena@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Buenas Tardes Doctores, cordial saludo.      
  
       
Mediante el presente, y en calidad de apoderada de la parte
demandante  ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS PROTECCION
S.A . me permito radicar recurso de reposición contra auto que niega mandamiento
de pago, De conformidad con las prescripciones del Decreto 806 del 2020.      
       
         
          
Proceso:        Ejecutivo Laboral 
Radicado:      13001410500220210034000 
Demandante: ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS PROTECCION S.A 
Demandado:  JUAN ENRIQUE PAREJA SANCHEZ 

 
 

           

Por favor confirmar acuse de recibido      
     
Cordialmente, 
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JUZGADO 2 MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES CARTAGENA  
E.      S.    D 
 
 
Ref.:  Proceso:        Ejecutivo Laboral 

Radicado:      13001410500220210034000 
Demandante: ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS 
PROTECCION S.A 
Demandado:  JUAN ENRIQUE PAREJA SANCHEZ 

 
Asunto: Recurso de reposición contra auto que niega mandamiento de 
pago. 
 

JENNYFER CASTILLO PRETEL, mayor de edad, con domicilio y residencia en la 
ciudad de Bogotá, identificada con la cédula de ciudadanía N° 1.030.585.232 de 
Bogotá D.C.,  abogada en ejercicio, titular de la tarjeta profesional N° 306.213 del 
Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de abogada inscrita en el 
certificado de existencia y representación legal de la firma LITIGAR PUNTO COM 
S.A.S., persona jurídica que ostenta la calidad de representante judicial de 
SKANDIA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y  CESANTIAS 
S.A., me permito interponer RECURSO DE REPOSICIÓN en contra del auto de 
fecha veintiuno (21) de octubre de dos mil veintiuno (2021) y notificado por estado 
el veintidós (22) del mismo mes y año, en los siguientes términos: 
 

I. DE LA PROVIDENCIA RECURRIDA 
 
Mediante auto del (19) de octubre de dos mil veintiuno (2021), el despacho resolvió  
 

“(…) PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO de pago solicitado por las 
razones expuestas en la parte motiva del presente proveído. 

 
 

II. RAZONES DEL RECURSO 
 

El 27 de septiembre de 2021, la suscrita apoderada envió a través de correo 

electrónico, demanda ejecutiva laboral, esto, con el fin de que se librara 

mandamiento de pago por las sumas de dinero que se describen dentro de la 

demanda. Es por ello que se recurre el numeral primero de la parte resolutiva del 

auto antes mencionado:  

 

En cuanto a NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO El Despacho, manifestó que:  

La correspondiente liquidación de lo adeudado que elabora el respectivo 
fondo de pensiones -liquidación que las más de las veces debe ser la misma 
que el fondo presente al empleador al momento de requerirlo-, y, ii) La prueba 
de haberse hecho el respectivo requerimiento al empleador moroso. Pues 
bien, en el presente asunto no es posible constatar que la entidad 
demandante cumplió con el requisito establecido en el artículo 5° del Decreto 
2633 de 1994, consistente del requerimiento al empleador moroso, ya que 
con la documental mediante la cual aduce el ejecutante haber realizado el 
requerimiento al empleador moroso (folio 08-12 del expediente), no contiene 
de forma expresa y clara, la obligación requerida, nada señala respecto del 
monto, trabajadores y periodos que la comprenden y aun cuando se indica 
que es realizada conforme al estado de deuda anexo al requerimiento, dicho 
anexo no fue allegado al expediente; sin que se tenga la certeza que se haya 
anexado al ejecutado el detalle de las obligaciones cuya ejecución se pretende 
por parte de PROTECCION, y tanto más, que la presunta deuda requerida 
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guarde identidad con la liquidación presentada para la ejecución; así como 
tampoco se vislumbra con claridad quien recibió el mencionado 
requerimiento. 

“Para la realización del requerimiento es necesario que la entidad 
administradora de pensiones envié al empleador un documento en donde 
relacioné de manera detallada los periodos de mora. El envió debe hacerse 
por correo certificado a la dirección de notificaciones registrada por el 
empleador en la cámara de comercio”. 

Esta postura afirma que constituye una garantía del derecho de defensa que 
el empleador tenga conocimiento de los periodos adeudados, los valores de 
los aportes y a quien corresponda, para tener posibilidad de oponerse al 
requerimiento efectuado, y en la dirección registrada en el certificado de 
existencia y representación legal de la cámara de comercio para efectos de 
notificaciones judiciales es la del empleador para efectos de cualquier tipo de 
notificaciones judiciales, y por lo tanto es oponible a terceros. 

La Resolución 2082 de 2016 que nos habilita para radicar las demandas a los 
aportantes sin realizar un proceso persuasivo, ante el riesgo de incobrabilidad, en 
especial lo indicado en el literal e):  

Capitulo III Resolución 2082 de 2016 de estándares de cobro de la UGPP: 

En este sentido, se considera que existe riesgo de incobrabilidad, cuando se 
presenten las siguientes condiciones, y en estos casos, las Administradoras deben 
abstenerse de adelantar las acciones persuasivas y proceder en forma directa al 
cobro jurídico o coactivo que corresponda: 

a) La cartera tiene una antigüedad que puede afectar la oportunidad de cobro; 

b) El aportante se encuentra inmerso en un proceso de naturaleza concursal, de 

liquidación o en un proceso de sucesión para el caso de personas naturales; 

c) El aportante no tiene voluntad de pago, de acuerdo con la manifestación expresa 

que haga en este sentido a la Administradora por cualquier medio que permita su 

posterior verificación; 

d) El aportante tiene procesos de cobro jurídico o coactivo en curso, ante cualquier 

autoridad; 

e) La obligación supera el monto definido por la administradora para dar 

prioridad a las acciones de cobro jurídico o coactivo, absteniéndose de 

realizar la gestión persuasiva. Cada administradora deberá definir y 

documentar esta regla en su proceso de cobro o en el documento formal 

correspondiente. 

Para el presente caso, se debe librar mandamiento de pago, de acuerdo a lo 
dispuesto en la Resolución Nº 2082 de 2016 capítulo III literal e, toda vez e) La 
obligación supera el monto definido por la administradora para dar 
prioridad a las acciones de cobro jurídico o coactivo, absteniéndose de 
realizar la gestión persuasiva. Cada administradora deberá definir y 
documentar esta regla en su proceso de cobro o en el documento formal 
correspondiente. Bajo esta premisa es evidente que se corre el riesgo de perder 
estos aportes. 

La norma antes citada se encuentra en concordancia con el artículo 100 y s.s. del 
Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social; igualmente acorde con lo 
dispuesto en el artículo 422 del Código General del Proceso, aplicable por analogía 
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al procedimiento laboral, y en atención a lo regulado en el artículo 24 de la Ley 100 
de 1993 y Decreto 2633 de 1994; por cuanto existe a cargo de la sociedad 
demandada, una obligación, clara, expresa y exigible, contenida en los documentos 
aducidos como título ejecutivo, por lo cual habrá de librarse mandamiento ejecutivo, 
por las sumas de dinero contenidas en la liquidación de cotizaciones obligatorias. 

Así mismo, preceptúa Art. 24 de la Ley 100 de 1993 otorgó a las administradoras de 
fondo de pensiones la facultad de ejercer el cobro ejecutivo de los aportes 
obligatorios dejados de consignar por parte de los empleadores, y a su vez, le dio la 
calidad de título ejecutivo a la liquidación del valor adeudado, que para el efecto 
realice la administradora, facultad que se reglamentó en el Decreto 2633 de 1994, 
que en su artículo 2° y 5° determina que: 

“ARTICULO 2o. DEL PROCEDIMIENTO PARA CONSTITUIR EN MORA AL 
EMPLEADOR. Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones 
respectivas por parte de los empleadores, la entidad administradora, 
mediante comunicación dirigida al empleador moroso lo requerirá, si dentro 

de los quince (15) días siguientes a dicho requerimiento el empleador no se 
ha pronunciado, se procederá a elaborar la liquidación, la cual prestará mérito 
ejecutivo de conformidad con lo establecido en el artículo 24 de la Ley 100 
de 1993. 

ARTICULO 5o. DEL COBRO POR VIA ORDINARIA. En desarrollo del artículo 
24 de la Ley 100 de 1993, las demás entidades administradoras del régimen 
solidario de prima media con prestación definida del sector privado y del 
régimen de ahorro individual con solidaridad adelantarán su correspondiente 
acción de cobro ante la jurisdicción ordinaria, informando a la 
Superintendencia Bancaria con la periodicidad que ésta disponga, con 
carácter general, sobre los empleadores morosos en la consignación oportuna 
de los aportes, así como la estimulación de sus cuantías e interés moratorio, 
con sujeción a lo previsto en el artículo 23 de la Ley 100 de 1993 y demás 
disposiciones concordasteis. Vencidos los plazos señalados para efectuar las 
consignaciones respectivas por parte de los empleadores, la entidad 
administradora, mediante comunicación dirigida al empleador moroso lo 
requerirá. Si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho requerimiento 
el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la liquidación, la 
cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo establecido en el artículo 
24 de la Ley 100 de 1993”. 

Es por esta razón, es que debe el Juzgado reponer el auto atacado y en su lugar 

librar mandamiento de pago en la forma solicitada en la presente demanda. 

Sobre el particular, hacemos las siguientes precisiones: 

El artículo 2.2.3.3.8 del Decreto 1833 de 2016, en relación con el cobro por vía 

ordinaria dispone:  

ARTICULO 2.2.3.3.8 del Decreto Único Reglamentario 1833 de 2016. 

Debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 3.1.1 del mismo 

Decreto 1833 de 2016> En desarrollo del artículo 24 de la Ley 100 de 

1993, las demás entidades administradoras del régimen solidario de prima 

media con prestación definida del sector privado y del régimen de ahorro 

individual con solidaridad adelantarán su correspondiente acción de cobro 

ante la jurisdicción ordinaria, informando a la Superintendencia Bancaria con 

la periodicidad que ésta disponga, con carácter general, sobre los 

empleadores morosos en la consignación oportuna de los aportes, así como 
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la estimulación de sus cuantías e interés moratorio, con sujeción a lo previsto 

en el artículo 23 de la Ley 100 de 1993 y demás disposiciones concordantes. 

Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones 

respectivas por parte de los empleadores, la entidad administradora, 

mediante comunicación dirigida al empleador moroso lo requerirá. 

Si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho requerimiento el 

empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la 

liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 

Según esta disposición, para constituir en mora al deudor se exige que sea 

requerido por el acreedor, en armonía con lo dispuesto en el artículo 1608 del 

Código Civil que dice: 

Artículo 1608 Código Civil. Mora del deudor. El deudor está en mora: 

1o.) Cuando no ha cumplido la obligación dentro del término estipulado; salvo 

que la ley, en casos especiales, exija que se requiera al deudor para 

constituirlo en mora. (…) 

Además, el artículo 2.2.3.3.8 citado es claro en señalar que para adelantar el 

cobro por vía ordinaria se debe hacer un requerimiento al deudor, previo a la 

expedición de la liquidación; esta norma no requiere de interpretación distinta de 

la gramatical para su aplicación, y por ello no es dable al interprete darle otro 

sentido, como lo dice el artículo 27 del Código Civil: 

ARTÍCULO 27.Interpretacion Gramatical . Cuando el sentido de la 

ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su 

espíritu. Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la 

ley, recurrir a su intención o espíritu, claramente manifestados en ella 

misma o en la historia fidedigna de su establecimiento 

Conforme con estas disposiciones, las administradoras están obligadas a realizar 

un requerimiento al deudor moroso antes de emitir la liquidación que constituye 

el título ejecutivo base de la ejecución ante la justicia ordinaria. 

Este requerimiento puede asimilarse al Aviso de Incumplimiento que regula la 

Resolución 2082 de 2016, veamos: 

En el artículo 8º ibidem, dispone que el Aviso de incumplimiento tiene 

como finalidad incentivar el pago voluntario de las contribuciones parafiscales 

de la Protección Social con un incumplimiento igual o inferior a treinta (30) 

días calendario o, en su defecto, promover el reporte de las novedades que 

les permitan a las Administradoras depurar la información de la deuda 

presunta. 

En el Artículo 9 ib., establece que este aviso debe enviarse dentro del término 

comprendido entre el día siguiente a la fecha límite de pago y hasta los primeros 

diez (10) días hábiles del mes siguiente.  

Igualmente, en el Parágrafo de este artículo se dice que cuando las 

Administradoras en cumplimiento de las disposiciones legales que 

rigen su competencia requiera el pago a los aportantes deudores, se 

entenderá cumplido este estándar, siempre y cuando lo envíen dentro 

de los términos señalados en dichas disposiciones en caso contrario 

deberán ajustarse al plazo señalado en el presente artículo.  

Es decir que, el aviso de incumplimiento exigido dentro de los estándares de 

cobro que deben cumplir las administradoras, se puede entender cumplido con 
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el requerimiento dispuesto en el artículo 2.2.3.3.8 del Decreto Único 

Reglamentario 1833 de 2016, siempre que lo realicen dentro de los términos 

fijados en esta disposición; precisando que es una actuación previa a la 

constitución del título ejecutivo. 

De otra parte, la citada resolución de estándares de cobro establece unas 

actuaciones posteriores a la expedición del título ejecutivo, para el caso, de la 

liquidación emitida por la administradora y son las acciones persuasivas, artículo 

12 de la Resolución 2082 citada que hacen parte del Estándar denominado 

ACCIONES DE COBRO, regulado así:  

“Una vez las Administradoras constituyan el título que presta mérito ejecutivo, 

deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer contacto lo deben 

realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la constitución 

firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta 

(30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, 

sin superar cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios 

que se definen en el Anexo Técnico Capítulo 3. 

Y en el artículo 13 de la resolución dispone: Acciones Jurídicas. Vencido el plazo 

anterior las administradoras contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses 

para dar inicio a las acciones de cobro coactivo o judicial, según el caso. 

Con estos estándares se busca que una vez se constituya el título ejecutivo, se 

adelanten unas acciones tendientes a procurar el pago voluntario antes de iniciar 

las acciones jurídicas de cobro, pero en ningún caso estas actuaciones 

complementan o constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes emitida. 

Vale señalar en términos muy generales, que los títulos ejecutivos simples son 

aquellos en los cuales la obligación clara, expresa y exigible está contenida en un 

único documento, en tanto los complejos, desde el punto de vista jurídico y no 

material, la obligación está constituida en varios documentos que conforman la 

unidad; en ambos casos oponibles al deudor. 

En nuestra legislación no sólo se reconocen como títulos ejecutivos aquellos 

documentos que íntegramente cumplen los presupuestos del artículo 488 ibídem, 

sino que también se deben tener como tales sin lugar a equívocos todos aquellos a 

los que la Ley les ha dado este carácter, como lo es la “Liquidación mediante la cual 

la administradora determine el valor adeudado…” según lo señala el artículo 24 de 

la Ley 100 de 1993 y en tal sentido, ha de ser tenido como aquellos documentos a 

los que se les ha reconocido su calidad de título ejecutivo por mandato expreso de 

la ley sin más exigencias que las establecidas en la misma Ley. 

Por consiguiente, si con la liquidación emitida por la administradora, en ella se 

incorpora una obligación clara, expresa y exigible y constituye plena prueba 

contra el deudor, se constituye un título ejecutivo singular y por consiguiente, no 

requiere de otros documentos para complementarlo. 

Así las cosas, las acciones persuasivas como lo señala la Resolución 2082 de 2016 

tienen como finalidad propender por el pago voluntario de las obligaciones 

incorporadas en el título ejecutivo emitido por la administradora, y en ningún caso, 

conforman una unidad jurídica para constituir un título ejecutivo complejo. 
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III. SOLICITUD 

En virtud de lo antes expuesto, respetuosamente hago al Honorable Despacho, las 
siguientes solicitudes: 
 

1. REVOCAR el auto atacado, por las razones expuestas, y en su lugar librar 
mandamiento de pago. 
 

IV. NOTIFICACIONES 

 

La demandante, recibirá notificaciones en la Calle 49 No. 63 – 100 de la ciudad de 

Medellín, correo electrónico: accioneslegales@proteccion.com.co, Tel  4432000 - 

3183313816 

 
La suscrita las recibiré, en la Secretaría de su Despacho o en la Avenida Calle 19 No. 

6-68 piso 11 de la Ciudad de Bogotá D.C. En el Correo Electrónico: 

jennyfer.castillo@litigando.com, Tel  4432000 – 3183313816. 

 

 

Del señor Juez,  

 

 

 

 

JENNYFER CASTILLO PRETEL 

CC No. 1.030.585.232 de Bogotá D.C.  

T.P No. 306.213 del del Consejo Superior de la Judicatura. 


